Tutela de 1ª Instancia
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Accionante: Johan Stiven García Puerta
Accionada: Personería Mpal., Defensoría del Pueblo de Risaralda y AUARIV
Asunto: Remite por competencia 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente.
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Auto  – 31 de enero de 2018

Proceso:                

Acción de Tutela  – Declara incompetencia y remite
Radicación Nro. :
  

66001 22 04 003 2018 00018 00

Accionante:   


JOHAN STIVEN GARCÍA PUERTA

Accionado:


PERSONERÍA DE PEREIRA, DEFENSORÍA DEL PUEBLO RISARALDA Y OTRO

Magistrado Ponente: 

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Tema:


TUTELA CONTRA ENTIDADES DEL SECTOR DESCENTRALIZADO POR SERVICIOS DEL ORDEN NACIONAL / COMPETENCIA DE LOS JUECES DEL CIRCUITO. [T]eniendo en cuenta que en el presente caso la omisión de dar respuesta al accionante está atribuida a las siguientes entidades: i)  la Personería de Pereira del orden municipal, la Defensoría del Pueblo de Risaralda del orden departamental y la UARIV del orden nacional, la competencia para conocer la demanda de amparo recae en un Juzgado de categoría de Circuito de esta ciudad. 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA  RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, treinta y uno (31) de enero de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0087
Hora: 2:20 p.m.
Procedente de la oficina de reparto de la Administración Judicial se recibió la acción de tutela instaurada por  el señor Johan Stiven García Puerta en contra de la Personería de Pereira, Defensoría del Pueblo de Risaralda y la Unidad para la Atención a las Víctimas UARIV por considerar vulnerado su derecho fundamental de petición, argumentando que a la fecha no ha recibido respuesta a su solicitud elevada a dichas entidades el 21 de noviembre de 2017.
Los parámetros que permiten deducir la competencia del Juez Constitucional están inmersos no solo en el Decreto Legislativo 2591 de 1991, sino en los expedidos a la luz de la facultad reglamentaria deferida al ejecutivo, esto es los Decretos 306 de 1991 y 1382 de 2000, junto con su interpretación jurisprudencial.    

A su vez el artículo 2.2.3.1.2.1 de Decreto 1069 de 2015  que fue modificado  por el artículo 1º del  Decreto Nacional 1983 de 2017, el que para los efectos previstos en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991,  señaló que conocerán de la acción de tutela, a prevención, los jueces con jurisdicción donde ocurriere la violación o la amenaza que motivare la presentación de la solicitud o donde se produjeren sus efectos, conforme a las siguientes reglas:
1. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden departamental, distrital o municipal y contra particulares                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                        serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces Municipales.

2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Jueces del Circuito o con igual categoría.

3. Las acciones de tutela dirigidas contra las actuaciones del Presidente de la República, del Contralor General de la República, del Procurador General de la Nación, del Fiscal General de la Nación, del Registrador Nacional del Estado Civil, del Defensor del Pueblo, del Auditor General de la República, del Contador General de la Nación y del Consejo Nacional Electoral serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los Tribunales Superiores de Distrito Judicial o a los Tribunales Administrativos.
(…)11. Cuando la acción de tutela se promueva contra más de una autoridad y estas sean de diferente nivel, el reparto se hará al juez de mayor jerarquía, de conformidad con las reglas establecidas en el presente artículo.”.
Ahora bien, la Corte Constitucional en Auto 052 de 2017 señalo que los artículos 86 de la Constitución y 37 del Decreto 2591 de 1991, son las disposiciones que expresamente aluden a los factores que precisan la competencia en materia de tutela y concluyó lo siguiente:
“(…) la observancia del mencionado acto administrativo en manera alguna puede servir de fundamento para que los jueces o corporaciones que ejercen jurisdicción constitucional se declaren incompetentes para conocer de una acción de tutela, puesto que las reglas en él contenidas son meramente de reparto. Una interpretación en sentido contrario, transforma sin justificación válida el término constitucional de diez (10) días, como acaece en este caso, en varios meses, lesionándose de esa manera la garantía de la efectividad (art. 2 C.P.) de los derechos constitucionales al acceso a la administración de justicia (art. 229 ibídem) y al debido proceso de los accionantes (art. 29 ibídem)” 
En este orden de ideas, y teniendo en cuenta que en el presente caso la omisión de dar respuesta al accionante está atribuida a las siguientes entidades: i)  la Personería de Pereira del orden municipal, la Defensoría del Pueblo de Risaralda del orden departamental y la UARIV del orden nacional, la competencia para conocer la demanda de amparo recae en un Juzgado de categoría de Circuito de esta ciudad. 

Por lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, DECLARA SU INCOMPETENCIA para conocer de la presente acción y ORDENA que la demanda sea repartida entre uno de los despachos judiciales con categoría de Circuito de esta capital. 

Entérese de esta determinación a la accionante, para los fines consiguientes.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
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